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Introducción




    

      El Sistema de Seguridad Social constituye un elemento imprescindible y un objetivo esencial de la sociedad moderna como sistema de protección pública de cualquier situación de necesidad y para todos los ciudadanos, tal y como se consagra en el artículo 41 de la Constitución española.


    




    Los ciudadanos de nuestro país cada vez tienen una relación más frecuente con la Seguridad Social, ya sea por el hecho de recibir asistencia sanitaria, ya sea por la percepción de cualquier tipo de prestación.




    Sin embargo, muy pocos saben cómo funciona esta institución y, lo que es peor, desconocen buena parte de las ayudas y prestaciones a las que pueden aspirar.




    El propósito de este manual es mostrar a los lectores la normativa y los procedimientos legales que les permitirán resolver todas las gestiones que realicen a través de este organismo.




    Los primeros capítulos dan una visión general del Sistema de Seguridad Social. Los siguientes se refieren a las diversas prestaciones del sistema y el último expone las particularidades de los Regímenes Especiales en cuanto a las prestaciones se refiere.




    Esperamos haber conseguido nuestro propósito de proporcionar un conocimiento fácil y práctico de las cuestiones expuestas.


  




  

    
Derecho de los españoles a la Seguridad Social




    

      El Sistema de Seguridad Social es un conjunto de regímenes a través de los cuales el Estado garantiza, a las personas comprendidas en su campo de aplicación, por realizar una actividad profesional o por cumplir los requisitos exigidos en la modalidad no contributiva, así como a los familiares o asimilados que tuvieran a su cargo, la protección adecuada en las contingencias y situaciones que la ley define.


    




    En las sociedades modernas el sector público ha asumido una amplia gama de funciones económicas. Los objetivos de la actuación pública del Estado, de los organismos públicos, de las corporaciones locales, etc., han variado a lo largo del tiempo. Algunos, como la defensa nacional y la administración de justicia, se han considerado tradicionalmente como propios del sector público. Otros, como la Seguridad Social o la política de empleo, sólo han sido asumidos por el Estado en épocas recientes y como respuesta a las tensiones económico-sociales que han ido surgiendo en el seno de los países adscritos a la economía de mercado y que han derivado en las llamadas sociedades del bienestar, hoy en crisis a causa de la implantación de los modelos de gestión neoliberales.




    La intensificación de los problemas laborales producida a partir de la revolución industrial, junto con las reivindicaciones sindicales, condujo a la adopción de sistemas de seguridad social y de leyes que regulasen la jornada laboral, el trabajo de los menores, etc. Asimismo, las crisis económicas, en especial la de los años treinta del siglo XX, pusieron de manifiesto la necesidad de afrontar desde el sector público las consecuencias del paro laboral con la implantación del seguro de desempleo y la adopción de políticas de creación de empleo.




    Históricamente se ha definido la Seguridad Social como el conjunto de medidas adoptadas por el Estado para proteger a los ciudadanos contra aquellos riesgos que jamás dejarán de presentarse, por muy buena que sea la situación de conjunto de la sociedad en que vivan.




    
La Seguridad Social en la Constitución española de 1978




    Dice el artículo 41 de nuestra Constitución: «Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres».




    La evolución legal de los preceptos constitucionales configura, en la actualidad, un Sistema de Seguridad Social mixto en el que confluyen el factor contributivo y el factor asistencial, complementándose la gestión pública con la iniciativa privada. Se pueden agrupar los diversos niveles de protección del siguiente modo: asistencial o no contributivo, contributivo y complementario o libre. A continuación, analizaremos cada uno de ellos.




    En nuestro Sistema de Seguridad Social confluyen el factor contributivo y el factor asistencial.




    Nivel asistencial o no contributivo




    Están comprendidos en este nivel todos los españoles, de cualquier sexo, estado civil y profesión que residan en territorio nacional. Se materializa mediante el otorgamiento de prestaciones uniformes que facilitan rentas de compensación para hacer frente a las necesidades básicas y que se financian a cuenta de los Presupuestos Generales del Estado. Integran esta categoría las prestaciones de naturaleza no contributiva, que, según la Ley General de la Seguridad Social de 1994, son: las pensiones de invalidez y de jubilación en sus modalidades no contributivas, las asignaciones económicas por hijo a cargo, los complementos para garantizar los mínimos de pensiones, los servicios sociales y la asistencia sanitaria no derivados de accidentes de trabajo o enfermedades profesionales.




    Nivel contributivo




    Se extiende a la población trabajadora (españoles que residan y ejerzan su actividad en territorio nacional). Otorga prestaciones proporcionales a las cotizaciones por salario y asegura rentas en sustitución de las obtenidas en la vida profesional activa. Integran este nivel las prestaciones contributivas: las pensiones de incapacidad permanente y de jubilación en sus modalidades contributivas, las prestaciones por incapacidad temporal, maternidad, recuperación y muerte-supervivencia, así como las prestaciones que se derivan de las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. Se financia a través de las cotizaciones sociales de trabajadores y empresas.




    En la modalidad contributiva, se otorgan prestaciones proporcionales a las cotizaciones por salario y se aseguran rentas en sustitución de las obtenidas en la vida profesional activa.




    Nivel complementario o libre




    Está integrado por las mejoras voluntarias de la acción protectora de la Seguridad Social, las mutualidades de previsión social y las prestaciones de los Planes y Fondos de Pensiones.




    
La Ley General de la Seguridad Social de 1994




    La promulgación de la actual Ley General de la Seguridad Social (LGSS) permitió unificar una normativa dispersa y fragmentaria.




    Se trata de un texto aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994 que reforma la anterior LGSS, de 30 de mayo de 1974, la Ley 26/1985, de 31 de julio, de Medidas Urgentes para la Racionalización de la Estructura y de la Acción Protectora de la Seguridad Social, la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, por la que se establecen las Prestaciones o contributivas, y la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de Protección por Desempleo.




    Aun cuando la actual LGSS ha de ser valorada muy positivamente en lo que se refiere al rigor y coherencia de su reglamento, este ha sido modificado en múltiples ocasiones por:




    — las Leyes de Medidas Fiscales, Administrativas y de orden Social (también conocidas como Leyes de Acompañamiento de los Presupuestos) de 30 de diciembre de 1994, 1996, 1997, 1998 y 1999, respectivamente;




    — la Ley 24/1997, de 15 de julio, de Consolidación y Racionalización del Sistema de Seguridad Social;




    — la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social;




    — el Real Decreto Ley 15/1998, de 27 de noviembre, de Medidas Urgentes para la mejora del mercado de trabajo en relación con el trabajo a tiempo parcial y el fomento de su estabilidad;




    — el Real Decreto 29/2000, de 14 de enero, sobre nuevas formas de gestión del Instituto Nacional de la Salud;




    — el Real Decreto 1251/2001, de 16 de noviembre, por el que se regulan las prestaciones económicas del Sistema de Seguridad Social por maternidad y riesgo durante el embarazo;




    — la Ley 35/2002, de 12 de julio, de medidas para el establecimiento de un sistema de jubilación gradual y flexible;




    — el Real Decreto 1795/2003, de 26 de diciembre, de mejora de las pensiones de viudedad;




    — el Real Decreto 180/2004, de 30 de enero, por el que se adoptan medidas para la conciliación de la vida familiar en relación con el disfrute a tiempo parcial de los permisos incluidos en el artículo 30.3 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública;




    — la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género;




    — la Ley 9/2005, de 6 de junio, para compatibilizar las pensiones del Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez (SOVI) con las pensiones de viudedad del Sistema de Seguridad Social;




    — el Real Decreto 1335/2005, de 11 de noviembre, por el que se regulan las prestaciones familiares de la Seguridad Social.




    El texto de la LGSS se articula del siguiente modo:




    — el Título I establece las bases: regula el campo de aplicación y estructura del sistema; las normas generales de afiliación, cotización y recaudación; las características generales de la acción protectora, de la gestión y del régimen económico de la seguridad;




    — el Título II, relativo al Régimen General de la Seguridad Social, determina las contingencias protegibles y el Régimen General de prestaciones, que desglosa del siguiente modo: incapacidad temporal, maternidad, incapacidad permanente en su modalidad contributiva, invalidez en su modalidad no contributiva, recuperación, jubilación, prestaciones por muerte y supervivencia, y, finalmente, prestaciones familiares por hijo a cargo;




    — el Título III establece el sistema de protección por desempleo, tanto en su vertiente contributiva como en su vertiente asistencial.




    
Reparto de competencias entre el Estado y las comunidades autónomas




    Las competencias en materia de Seguridad Social están repartidas entre el Estado y las comunidades autónomas de acuerdo con las disposiciones de la Constitución y los correspondientes Estatutos de Autonomía.




    De acuerdo con el artículo 149 de la Constitución, corresponde al Estado el establecimiento de las bases y la coordinación general de la sanidad, la legislación sobre los productos farmacéuticos y la legislación básica y el régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de que las comunidades autónomas ejecuten y gestionen los servicios.




    Al margen de la principal distribución de competencias en materia de Seguridad Social, a favor del Estado, conviene decir también que en los artículos 148.12 y 21 tiene lugar la asignación a las comunidades autónomas de la competencia en materia de asistencia social, sanidad e higiene.




    Según el artículo 41 de la Constitución, es competencia del Estado legislar sobre los criterios y principios básicos en materia de Seguridad Social. Las comunidades autónomas pueden dictar disposiciones legales y reglamentarias, pero siempre respetando las bases fijadas para todo el territorio nacional.




    Las competencias en materia de Seguridad Social están repartidas entre el Estado y las comunidades autónomas.




    
Organismos gestores de la Seguridad Social




    A fin de ejercer las competencias anteriormente citadas, tanto el Estado como las comunidades autónomas han estructurado la Seguridad Social en los siguientes organismos:




    — Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS): es el organismo que, en dependencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, efectúa la gestión de las prestaciones económicas, con excepción de las relativas al desempleo;




    — Instituto Social de la Marina (ISM): es el organismo específico para la gestión del Régimen Especial de los trabajadores del mar, que depende del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social;




    — Tesorería General de la Seguridad Social (TGSS): efectúa la recaudación de las cuotas de la Seguridad Social, el pago de prestaciones económicas, la afiliación de los trabajadores y la inscripción de las empresas; depende del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social;




    — Gerencia Informática de la Seguridad Social (GISS): dota de servicios informáticos a los organismos anteriormente citados; también depende del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social;




    — Instituto Nacional de la Salud (INSALUD): tiene como competencia principal el desarrollo y ejecución de las funciones y actividades precisas para hacer efectivos los servicios y garantizar las prestaciones sanitarias de la Seguridad Social, así como las relativas a medicina preventiva y promoción de la salud individual; además, administra los medios personales y materiales sanitarios y la coordinación funcional de las actividades de las instituciones;




    — Instituto de Migraciones y Servicios Sociales (IMSERSO): amplía las competencias del anterior Instituto Nacional de Servicios Sociales (INSERSO), que gestionaba los servicios complementarios de las prestaciones económicas y las pensiones no contributivas de la Seguridad Social, en materia de inmigración, configurándose una organización del Instituto por colectivos: personas mayores, personas con discapacidad y migrantes.
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Campo de aplicación y estructura del Sistema de Seguridad Social




    

      Las pensiones de la Seguridad Social otorgan prestaciones de tipo económico de forma que sus beneficiarios dispongan de un mayor bienestar cuando alcancen una determinada edad o les afecten determinados eventos (incapacidad, etc.).




      A efectos de las prestaciones de modalidad contributiva, están incluidos dentro del campo de aplicación del Sistema de Seguridad Social todos los españoles que residan en España y los extranjeros que residan o se encuentren legalmente en España, siempre que, en ambos supuestos, ejerzan su actividad en territorio nacional y sean:




      — trabajadores por cuenta ajena;




      — trabajadores por cuenta propia (autónomos);




      — socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado;




      — estudiantes;




      — funcionarios públicos.


    




    El artículo 7 de la Ley General de la Seguridad Social, redactado conforme el artículo 44 de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social (también conocida como Ley de Acompañamiento de los Presupuestos), establece el campo de aplicación del Sistema de Seguridad Social y distingue dos modalidades: la contributiva y la no contributiva.




    Mediante esta segunda modalidad, el Estado garantiza a las personas que no hayan cotizado a la Seguridad Social (o que sí han cotizado, pero no durante el tiempo suficiente para la percepción de una prestación contributiva) la protección adecuada cuando precisen de una asistencia sanitaria o de unas prestaciones económicas sustitutivas de las rentas dejadas de percibir.




    
Modalidad contributiva




    Afecta a los españoles que residan en España y los extranjeros que residan o se encuentren legalmente en España, siempre que, en ambos supuestos, ejerzan su actividad en territorio nacional y estén incluidos en alguno de los apartados siguientes:




    — trabajadores por cuenta ajena que presten sus servicios en las distintas ramas de la actividad económica, ya sean eventuales o fijos, incluidos los trabajadores a domicilio y con independencia, en todos los casos, de la categoría profesional del trabajador y de la forma y cuantía de la remuneración que perciba;




    — trabajadores por cuenta propia o autónomos, sean o no titulares de empresas individuales o familiares, mayores de edad;




    — socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado;




    — estudiantes;




    — funcionarios públicos, civiles y militares.




    Los trabajadores españoles no residentes en territorio nacional




    Como excepción a la norma general, están incluidos en el campo de aplicación del Régimen General de la Seguridad Social los siguientes trabajadores no residentes en España:




    — los trabajadores españoles trasladados por su empresa fuera del territorio nacional;




    — los españoles no residentes en territorio nacional que ostenten la condición de funcionarios o empleados de organizaciones internacionales intergubernamentales;




    — el personal español contratado al servicio de la Administración española en el extranjero.




    Paralelamente, el Gobierno ha establecido diversas medidas de protección social a favor de los españoles no residentes en España de acuerdo con las características de los países de residencia. En este sentido, se aprobó el Real Decreto 728/1993, de 14 de mayo, por el que se establecen pensiones asistenciales por ancianidad a favor de los emigrantes españoles.




    Extranjeros residentes en España




    La ley 13/1996, de 30 de diciembre, modificó el artículo 7.1 de la LGSS, de modo que el extranjero que resida o se encuentre legalmente en España tendrá derecho a las prestaciones de modalidad contributiva. De este modo, los extranjeros residentes tendrán derecho a acceder a las prestaciones y servicios de la Seguridad Social en las mismas condiciones que los españoles.




    La ley que regula la situación de los extranjeros en España es la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social.




    Los extranjeros que se encuentren en España inscritos en el padrón del municipio en el que residan habitualmente tienen derecho a la asistencia sanitaria en las mismas condiciones que los españoles. Asimismo, tienen derecho a la asistencia sanitaria pública de urgencia ante la contracción de enfermedades graves o accidentes, cualquiera que sea su causa, y a la continuidad de dicha atención hasta la situación de alta médica. Las extranjeras embarazadas que se encuentren en España tendrán derecho a la asistencia sanitaria durante el embarazo, parto y posparto.




    
Modalidad no contributiva




    El artículo 7.3 de la LGSS establece que se consideran dentro del Sistema de Seguridad Social, a los efectos de estas prestaciones, todos los españoles residentes en territorio nacional.




    En la modalidad no contributiva las personas que no hayan cotizado tienen asegurada asistencia sanitaria y prestaciones económicas sustitutivas de las rentas dejadas de percibir.




    La residencia se acreditará mediante certificación de inscripción en el censo municipal, no considerándose interrumpida la residencia por las ausencias del territorio español inferiores a 90 días a lo largo de cada año natural y también cuando la ausencia esté motivada por causas de enfermedad justificadas.




    Por otra parte, para las prestaciones no contributivas de invalidez y jubilación, además de la residencia actual en territorio español, se exige residencia de cinco años, de los cuales dos deberán ser inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud de la pensión, para el caso de la pensión de invalidez.




    Así, una persona que haya residido intermitentemente en territorio español, es decir, que haya realizado frecuentes salidas y entradas del país, para alternar su residencia en España con su residencia en otro u otros países, ha de acreditar que el resultado de la suma de sus distintas estancias en España es, como mínimo, de cinco años, habiendo residido ininterrumpidamente en el país los últimos dos años anteriores a su solicitud de pensión de invalidez.




    Se exige residencia de diez años entre los dieciséis años y el devengo de la pensión, de los cuales dos deberán ser consecutivos e inmediatamente anteriores a la solicitud, si se trata de jubilación.




    Extranjeros residentes en España




    Los hispanoamericanos, portugueses, brasileños, andorranos y filipinos que residan en territorio español tienen derecho a las prestaciones no contributivas.




    Con respecto a los ciudadanos de otros países, hay que atenerse a lo que se disponga en los tratados, convenios o acuerdos aprobados al efecto, o cuanto les fuera aplicable en virtud de reciprocidad reconocida. Existen las siguientes normas internacionales:




    — reglamento CEE número 1.408/71, del Consejo, de 14 de junio, relativo a la aplicación de los Regímenes de Seguridad Social a los trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia y a los familiares que se desplazan dentro de la Comunidad;




    — en el ámbito de la Unión Europea, convenios bilaterales suscritos por España con otros Estados miembros, siempre que no hayan sido objeto de sustitución por la normativa comunitaria, así como los artículos de los convenios bilaterales que hayan sido objeto de reserva;




    — convenios de la Organización Internacional de Trabajadores;




    — Código Europeo de la Seguridad Social, de 16 de abril de 1994;




    — convenios bilaterales suscritos por España con Argentina, Andorra, Australia, Brasil, Canadá, Chile, Ecuador, Estados Unidos, Filipinas, Marruecos, México, Panamá, Paraguay, Perú, Rusia, Suiza, Ucrania, Uruguay y Venezuela, entre otros.




    
Campo de aplicación de la Seguridad Social




    El campo de aplicación se extiende a todos los españoles incluidos en alguno de los apartados siguientes:




    — trabajadores por cuenta ajena;




    — trabajadores por cuenta propia o autónomos;




    — socios trabajadores de cooperativas de producción;




    — empleadas de hogar;




    — estudiantes;




    — funcionarios públicos;




    — españoles no residentes en territorio nacional en determinadas situaciones;




    — extranjeros con permiso de residencia y de trabajo en España.


  




  

    
Composición del Sistema de Seguridad Social




    

      El Sistema de Seguridad Social está compuesto por el Régimen General y por Regímenes Especiales.




      Dentro del Régimen General de la Seguridad Social, se hallan también incluidos como Sistemas Especiales colectivos con particularidades en materia de afiliación y cotización:




      — Sistema Especial de frutas, hortalizas e industria de conservas vegetales;




      — Sistema Especial de la industria resinera;




      — Sistema Especial de los servicios extraordinarios de hostelería;




      — Sistema Especial de manipulado y empaquetado del tomate fresco, realizados por cosecheros exportadores;




      — Sistema Especial de trabajadores fijos discontinuos de cines, salas de baile y de fiesta y discotecas;




      — Sistema Especial de trabajadores fijos discontinuos de empresas de estudio de mercado y opinión pública.




      Actualmente, el Sistema de Seguridad Social comprende también los siguientes Regímenes Especiales:




      — Régimen Especial agrario;




      — Régimen Especial de trabajadores autónomos;




      — Régimen Especial de empleados del hogar;




      — Régimen Especial de minería del carbón;




      — Régimen Especial de trabajadores del mar.


    




    El Sistema de Seguridad Social se organiza en regímenes en los que se incluyen los diversos colectivos de personas comprendidas en su campo de aplicación.




    Según el artículo 9.1 de la Ley General de la Seguridad Social, el Sistema de Seguridad Social viene integrado por el Régimen General y los Regímenes Especiales.




    
Régimen General




    Según el artículo 97 de la LGSS, están comprendidos en el Régimen General de la Seguridad Social todos los españoles que residan en España y los extranjeros que residan o se encuentren legalmente en España siempre que, en ambos supuestos, ejerzan su actividad en territorio nacional y trabajen por cuenta ajena en las ramas de industria o servicios.




    El Régimen General integra al colectivo de trabajadores por cuenta ajena, autónomos, socios trabajadores de cooperativas, estudiantes y funcionarios.




    El Régimen General constituye la base fundamental del sistema, tanto por el número de personas en él incluidas como por la amplitud de la acción protectora que otorga. De este modo, están comprendidos en este régimen:




    — los trabajadores por cuenta ajena;




    — los socios trabajadores de sociedades mercantiles capitalistas, aun cuando sean miembros de su órgano de administración, si el desempeño de este cargo no conlleva la realización de las funciones de dirección y gerencia de la sociedad ni poseen su control;




    — los conductores de vehículos de turismo al servicio de particulares;




    — el personal civil no funcionario dependiente de organismos, servicios o entidades del Estado;




    — el personal civil no funcionario al servicio de organismos y entidades de la Administración local, siempre que no esté incluido en virtud de una ley especial en otro régimen obligatorio de previsión social;




    — los laicos que presten servicios retribuidos en los establecimientos o dependencias de las entidades o instituciones eclesiásticas;




    — las personas que presten servicios retribuidos en las entidades o instituciones de carácter benéfico-social;




    — el personal contratado al servicio de notarías, registros de la propiedad y demás oficinas o centros similares;




    — los funcionarios en prácticas que aspiren a incorporarse a cuerpos o escalas de funcionarios que no estén sujetos al Régimen de Clases Pasivas y los altos cargos de las Administraciones Públicas que no sean funcionarios públicos, así como los funcionarios de nuevo ingreso de las comunidades autónomas;




    — los funcionarios del Estado transferidos a las comunidades autónomas que hayan ingresado o ingresen voluntariamente en sus cuerpos o escalas, cualquiera que sea el sistema de acceso;




    — los miembros de las corporaciones locales que desempeñen sus cargos con dedicación exclusiva.




    Exclusiones del Régimen General




    Quedan excluidos del Régimen General, según el artículo 98 de la Ley General de la Seguridad Social:




    — los trabajos que se realicen ocasionalmente mediante los llamados servicios amistosos, benévolos o de buena vecindad;




    — los trabajos que den lugar a la inclusión en alguno de los Regímenes Especiales de la Seguridad Social;




    — los trabajos que hayan sido realizados por familiares.




    
Regímenes Especiales




    Si el campo de aplicación del Régimen General lo constituyen los trabajadores por cuenta ajena de la industria y los servicios, el ámbito de aplicación de los Regímenes Especiales se extiende a:




    — las personas excluidas del concepto de trabajador por cuenta ajena (funcionarios públicos, estudiantes, trabajadores autónomos);




    

      

        	

          Regímenes que integran el Sistema de Seguridad Social


        

      




      

        	

          ↓


        



        	

           


        



        	

          ↓


        

      




      

        	

          Régimen General


        



        	

           


        



        	

          Sistemas Especiales


        

      




      

        	

          ↓


        



        	

           


        



        	

          ↓


        

      




      

        	

          1. Trabajadores por cuenta ajena o asimilados.




          2. Socios trabajadores de sociedades mercantiles que no realicen funciones de dirección de la empresa.




          3. Conductores de vehículos de turismo al servicio de particulares.




          4. Personal civil no funcionario dependiente de organismos o entidades del Estado o de la Administración local.




          5. Laicos o seglares que presten servicios retribuidos en instituciones eclesiásticas.




          6. Personas que presten servicios retribuidos en entidades o instituciones de carácter benéfico-social.




          7. Personal de notarías, registros de la propiedad y demás centros similares.




          8. Personal civil no funcionario dependiente de organismos o entidades del Estado o de la Administración local, no incluidos en otro régimen obligatorio de previsión social.




          9. Funcionarios del Estado transferidos voluntariamente a las comunidades autónomas.




          10. Miembros de las corporaciones locales que desempeñen sus cargos con dedicación exclusiva.


        



        	

           


        



        	

          1. Régimen Especial agrario.




          2. Trabajadores del mar.




          3. Trabajadores autónomos.




          4. Empleados del hogar.




          5. Minería del carbón.




          6. Estudiantes.




          7. Sistema Especial de frutas, hortalizas e industria de conservas vegetales.




          8. Sistema Especial de la industria resinera.




          9. Sistema Especial de los servicios extraordinarios de hostelería.




          10. Sistema Especial de trabajadores fijos discontinuos de empresas de estudio de mercado y opinión pública.


        

      



    




    — las personas cuyo trabajo se considera una relación laboral especial (empleados de hogar);




    — quienes, aun con carácter de trabajador por cuenta ajena y no teniéndolo, prestan sus servicios en el sector primario de la agricultura y la ganadería (Régimen Especial agrario y Sistema Especial de frutas, hortalizas e industria de conservas vegetales);




    — aquellos trabajadores que, aun siéndolo por cuenta ajena y perteneciendo a los sectores industrial y de servicios, desempeñan actividades profesionales en condiciones especialmente penosas (como, por ejemplo, los trabajadores de la minería del carbón) o están sujetos a peculiares condiciones de tiempo y lugar (trabajadores del mar);




    — Sistema Especial de la industria resinera;




    — Sistema Especial de los servicios extraordinarios de hostelería;




    — Sistema Especial de trabajadores fijos discontinuos de empresas de estudio de mercado y opinión pública.




    Los Regímenes Especiales suponen una regulación propia y distinta para un sector diferenciado de la población asegurada.




    Los Regímenes Especiales suponen una regulación propia y distinta de la acción protectora de la Seguridad Social para un sector diferenciado de la población asegurada, que implica, en algunos casos concretos, diferencias importantes en lo que se refiere a la organización y el procedimiento administrativo (altas, bajas, variaciones, cotización y recaudación) que dispone el Régimen General para el resto de los españoles.
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